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                                                                                         Concepto 5267 


Bogotá, D.C., 12 de diciembre de 2011
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 47 de la Ley 1333 de 2009, “por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental”.

Actor: Carlos Andrés Echeverry Restrepo.


Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.



Expediente D-8795.



Concepto 5267
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó el ciudadano CARLOS ANDRÉS ECHEVERRY RESTREPO contra el artículo 47 de la Ley 1333 de 2009, el cual se cita textualmente:

LEY 1333 DE 2009
(julio 21)

Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 47. DECOMISO DEFINITIVO DE PRODUCTOS, ELEMENTOS, MEDIOS O IMPLEMENTOS UTILIZADOS PARA COMETER LA INFRACCIÓN. Consiste en la aprehensión material y definitiva de los productos, elementos, medios e implementos utilizados para infringir las normas ambientales.

Una vez decretado el decomiso definitivo, la autoridad ambiental podrá disponer de los bienes para el uso de la entidad o entregarlos a entidades públicas para facilitar el cumplimiento de sus funciones, a través de Convenios Interinstitucionales que permitan verificar la utilización correcta.

1. Planteamiento de la demanda.

El actor considera que el artículo demandado vulnera los artículos 2°, 4°, 29, 34, 58 Superiores y el artículo 21 de la Convención Americana de los Derechos Humanos. Su discurso comienza por advertir que no existe cosa juzgada constitucional, pues los cargos estudiados y decididos por la Corte en la Sentencia C-703 de 2010, eran relativos al derecho de defensa. Aduce que la sanción de decomiso definitivo es en realidad una forma de extinción del dominio y, por lo tanto, debe ser declarada por un juez y no por una autoridad administrativa; y que esta sanción desconoce el rol de las autoridades, que es el de proteger a todas personas en sus bienes, y no el de afectar el núcleo esencial del derecho de propiedad con procedimientos administrativos. 

2. Problema jurídico.

Corresponde al Ministerio Público determinar si el artículo 47 de la Ley 1333 de 2009, al regular el decomiso definitivo de productos, elementos, medios o implementos utilizados para infringir las normas ambientales, vulnera lo dispuesto en los artículos 2°, 4°, 29, 34 y 58 Superiores y en el artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
3.  Análisis jurídico.

Como lo reconoce el propio actor, en la Sentencia C-703 de 2010 la Corte estudió la constitucionalidad del artículo 47 de la Ley 1333 de 2009. En su esfuerzo por presentar cargos diferentes a los ya estudiados por la Corte, para evitar que se configure el fenómeno de la cosa juzgada constitucional, el actor trae a cuento varios artículos de la Constitución, a los que alude, pero en realidad su discurso se centra en la vulneración de los artículos 34 y 58 Superiores, como pasa a verse. 

Para poder equiparar el decomiso definitivo previsto en la norma demandada con la extinción de dominio, el actor trae a cuento el artículo 34 Superior. El actor pretende argumentar hay equivalencia entre el decomiso definitivo de bienes empleados para infringir las normas ambientales y la extinción de dominio de los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social. El discurso del actor confunde dos instituciones que responden a propósitos, objetos y circunstancias disímiles. Como lo precisa la Corte en la Sentencia C-740 de 2003, la extinción de dominio no es una confiscación ni una expropiación, sino una declaración de la inexistencia de un derecho de dominio sobre ciertos bienes, dado su origen ilícito o injustificado.  
Mientras la extinción de dominio tiene que ver con la forma con arreglo a la cual éste se adquiere, el decomiso definitivo está relacionado con el uso que se da a los bienes. Para fines de la extinción de dominio es indiferente el uso que se dé a los bienes, que incluso puede ser lícito, mientras que para el decomiso definitivo es indiferente la forma con arreglo a la cual éstos se adquirieron, que incluso puede ser lícita. Al no ser posible hacer la equiparación que al actor pretende, su cargo no puede prosperar.

Para construir su discurso en defensa del derecho a la propiedad, al que une argumentos sobre el papel de las autoridades en la República de Colombia, el actor se vale del artículo 58 Superior. Si bien este artículo garantiza la propiedad privada y los derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, al momento de definir la propiedad lo hace en términos de una función social que implica obligaciones. Y agrega que a esta función social le es inherente una función ecológica. 
La función ecológica que es inherente a la propiedad implica un claro límite o restricción para su ejercicio. Este límite es visible, por ejemplo, en el artículo 80 Superior, que impone al Estado deberes como los de de planificar el manejo de los recursos, proteger su indebida explotación, garantizar un desarrollo sostenible y la restauración y sustitución de tales recursos, prevenir y controlar los factores del deterioro ambiental, imponer sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados.

El incumplir la función ecológica de la propiedad, valga decir, el irrespetar el límite o la restricción que esta implica para el ejercicio de la función social que es la propiedad, debe generar importantes consecuencias en el plano de las sanciones. En este contexto, el artículo 47 de la Ley 1333 de 2009 prevé el decomiso definitivo. Al estudiar esta institución, en la Sentencia C-176 de 1994, la Corte no advierte vulneración alguna a la Carta. En sus palabras:  
La confiscación la prohibe la Constitución de 1991 en su artículo 34 cuando expresa "Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación". Y a renglón seguido señala "No obstante, por sentencia judicial, se declarará extinguido el dominio sobre los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social".

En cambio el comiso o decomiso no está prohibido por la Constitución y por el contrario se autoriza como sanción penal limitada a los bienes producto del ilícito como a los efectos que provengan de su ejecución
.

Como vemos, la distinción entre la confiscación y el decomiso es clara. Es pues lógico que la Carta colombiana, en la medida en que protege la propiedad, prohiba la confiscación, por cuanto ésta implica la privación arbitraria, sin ninguna compensación o equivalencia, de la propiedad de una persona. En cambio la Constitución admite formas de decomiso ya que esta figura no vulnera el derecho de propiedad, tal como éste es concebido y desarrollado en un Estado social de derecho (CP art 1). En efecto, es claro que la Constitución protege la propiedad sólo en la medida en que ella haya sido adquirida "con arreglo a las leyes civiles" y cumpla con las obligaciones que derivan de las funciones social y ecológica que le son inherentes (CP art 58). Es perfectamente lógico entonces que nuestro ordenamiento admita la extinción del dominio en beneficio del Estado de bienes que hayan sido adquiridos de manera ilícita o que hayan sido utilizados para la comisión de delitos, como se desprende del inciso segundo del artículo 34 superior.

Pero, destaca la Corte, la Constitución, en este inciso amplió el campo específico de las formas de decomiso, ya que esta extinción de dominio puede recaer no sólo sobre bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito sino también sobre aquellos que sean obtenidos "en perjuicio del Tesoro Público o con grave deterioro de la moral social". Esto significa que, conforme al ordenamiento colombiano, la Constitución autoriza tres formas  de extinción de dominio, que desbordan el campo tradicional del decomiso, a saber: de un lado, de los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito; de otro lado, de los bienes adquiridos en perjuicio del Tesoro Público; y, finalmente, de aquellos bienes adquiridos con grave deterioro de la moral social. 

El decomiso definitivo es, pues, consecuencia de incumplir la función ecológica de la propiedad. Este incumplimiento se concreta en la conducta de utilizar productos, elementos, medios o implementos para infringir normas ambientales. El artículo demandado se limita a establecer una sanción adecuada a tales conductas, y se inscribe en el propósito de las sanciones administrativas en materia ambiental, previsto en el artículo 4° de la Ley 1333 de 2009, que es el de prevenir, corregir y compensar. 
4. Conclusión.

Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLE el artículo 47 de la Ley 1333 de 2009, por los cargos analizados.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/Nroa
� Corte Constitucional. Sentencia C-076-93 del 25 de febrero de 1993. Magistrado Ponente: Dr. JAIME SANIN GREIFFENSTEIN. Sobre esta misma distinción, ver también la Sentencia T-460/92 del 15 de julio de 1992. Magistrado Ponente. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO en Gaceta de la Corte Constitucional. 1992, Tomo 3, pp 459 y ss. Igualmente la sentencia T-568/92 del 23 de octubre de 1992.JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO del 23 de octubre de 1992 en  Gaceta de la Corte Constitucional. 1992, Tomo 6, p 568. 
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